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Políticas de eficiencia y ahorro  
energético para el sector eléctrico  

chileno: ¿garrote o zanahoria? 

ENZO E. SAUMA1

Facultad de Ingeniería

1. Introducción

La necesidad de mayores niveles de eficiencia energéti-
ca (EE) en nuestra sociedad nunca ha sido tan evidente 
como en la actualidad. Factores como los altos precios de 
la energía que enfrentan los consumidores, la creciente 
preocupación por el medio ambiente, la reducción de los 
recursos domésticos y la seguridad energética nacional, 
contribuyen a una creciente conciencia de la necesidad 
de una mayor EE. 

Existe cierto consenso en que la EE requiere de un mar-
co regulatorio cuidadosamente diseñado para asegurar 
su desarrollo (Harrington et al., 2006). En la industria de 
la distribución de electricidad, el debate a nivel mundial 
se ha centrado en el diseño de mecanismos regulatorios 
que mitigan los incentivos negativos y/o proporcionan 
incentivos positivos para que las empresas distribuido-
ras implementen programas de eficiencia energética y 
ahorro energético. 

El presente artículo examina las recientes tendencias en 
políticas regulatorias dirigidas a remover los incentivos 
negativos, y/o proporcionar incentivos positivos, para 
que las empresas distribuidoras de electricidad promue-
van y ayuden a sus clientes a alcanzar mayores niveles 
de eficiencia energética y ahorro energético. Además, 
se analizan brevemente algunas recomendaciones para 
facilitar el acceso a capital que permita financiar los pro-
gramas de eficiencia energética y ahorro energético. 

1.1 Eficiencia energética y ahorro energético

Antes de analizar los incentivos para incrementar los 
niveles de eficiencia energética y ahorro energético, es 
importante definir estos conceptos2.

Entenderemos por eficiencia energética (EE) a todos los 
cambios que resulten en una reducción de la cantidad 
de energía utilizada para producir una misma unidad 
de bien o servicio o para alcanzar los requerimientos 
energéticos para un nivel de confort dado3. Por otra 
parte, entenderemos por ahorro energético (AE) al con-
junto de acciones que resulten en una reducción de la 
cantidad total de energía utilizada, producida por una 
disminución del tiempo de uso de un bien o servicio 
que consume energía. Por ejemplo, si cambiamos una 
ampolleta incandescente por otra fluorescente compac-
ta de la misma equivalencia luminosa, pero de menor 
consumo eléctrico, estamos ante una medida que mejo-
ra la eficiencia energética. Si apagamos la mitad de las 
luces de una sala de trabajo, estamos ante una medida 
que mejora el ahorro energético (pero no así la eficiencia 
energética).

Tanto la EE como el AE permiten disminuir el consumo 
total de la energía que se utiliza, tal como se ilustra en 
la Figura 1. La EE permite disminuir la tasa a la que 
se consume energía, mientras el AE permite reducir el 
número de horas en que se consume energía. 

1. Profesor del Centro de Medio Ambiente y del Departamento de Ingeniería Industrial y de Sistemas de la Facultad de Ingeniería UC. El autor agradece 
los valiosos comentarios de Francisco Courbis, María Isabel González, Iván Jaques, Guillermo Pérez Del Río y Hugh Rudnick, recibidos en la mesa de 
discusión realizada el 29 de octubre de 2009.

2. Es importante destacar que, a pesar de que en la jerga chilena común se usan los conceptos de eficiencia energética y ahorro energético como equiva-
lentes, existen diferencias importantes entre ambos conceptos, las que deben ser tomadas en consideración a la hora de implementar cualquier política 
pública asociada a ellos. 

3. Definición del Consejo Mundial de Energía (Energy Efficiency Policies and Indicators, WEC, 2001, Recuperado el 27 de marzo de 2009 de http://www.
worldenergy.org).
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Figura 1 | Efecto de la EE y el AE en el consumo total de energía

la escasez de incentivos que se produce por el hecho 
de que muchas veces quienes consumen energía y quie-
nes pagan las cuentas del consumo de la energía no son 
las mismas personas (usualmente llamado el dilema del 
principal y el agente).

Concordantemente con las principales barreras en la di-
fusión de las medidas de EE y AE, parece lógico pensar 
que las empresas distribuidoras de electricidad, quienes 
poseen información detallada sobre los patrones de con-
sumo de energía de sus clientes, son excelentes candidatos 
para administrar los programas de EE y AE. Sin embar-
go, expertos en la industria de la distribución de electrici-
dad han ampliamente reconocido que bajo la regulación 
tradicional (actual), las empresas distribuidoras no tienen 
incentivos económicos para proporcionar programas que 
ayuden a sus consumidores a ser más eficientes en el uso 
de la energía. De hecho, dichas empresas típicamente tie-
nen un desincentivo debido a que una reducción en las 
ventas de energía reduciría también sus ingresos y be-
neficios. Dado que tradicionalmente las ganancias de las 
empresas distribuidoras se basan en la cantidad de elec-
tricidad vendida, los incentivos financieros normalmente 
están en favor de aumentar las ventas de electricidad y 
expandir los sistemas de suministro eléctrico.

De este modo, para superar las barreras existentes en la 
difusión de las medidas de EE y AE, resulta fundamental 
la intervención del Estado, de modo de garantizar una 
plataforma que entregue los incentivos correctos a los dis-

Fuente: Lawrence Berkeley National Laboratory

Cabe destacar que la gestión de la demanda también 
involucra medidas que buscan el mejor uso de los ac-
tivos (ahorro de desperdicios), pero que no lleva nece-
sariamente a la EE. Las señales tarifarias existentes se 
orientan a incentivar este tipo de medidas. Por ejemplo, 
si apagamos las luces cuando salimos de una habitación, 
estamos ante una medida que mejora el uso de los acti-
vos, no la EE.

1.2 ¿Por qué es necesaria la intervención del Estado?

Dado que existen ciertas medidas de EE y AE cuyos 
costos de implementación son muy inferiores a sus be-
neficios, cabe preguntarse por qué los consumidores no 
implementan dichas medidas. Existen diversas barreras 
para que eso ocurra, las que se puede clasificar en: (i) 
barreras relacionadas con el consumidor, (ii) barreras 
relacionadas con los fabricantes de equipos, (iii) barre-
ras relacionadas con las empresas de servicios, (iv) ba-
rreras relacionadas con las instituciones financieras, (v) 
barreras relacionadas con aspectos legales y guberna-
mentales, (vi) barreras culturales.

Schleich y Gruber (2008) realizaron un análisis econo-
métrico en 19 sub-sectores de la economía de Alemania 
para evaluar la relevancia empírica de diversas barreras 
en la difusión de las medidas de EE y AE. Ellos con-
cluyeron que una de las barreras más importantes es 
la falta de información sobre los patrones de consumo 
de energía. Por otra parte, una barrera importante es 
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tintos agentes del mercado. En particular, el Estado debe 
fijar la normativa apropiada para que los agentes del mer-
cado tengan los incentivos adecuados para implementar 
programas de EE y AE y debe supervisar la administra-
ción de estos programas, entre otras labores. No obstante 
dicha intervención es esencial, no es recomendable exten-
der la intervención del gobierno a la administración de 
dichos programas, debido a que el Estado generalmente 
posee información menos precisa que las distribuidoras 
sobre el patrón de comportamiento de los consumidores 
finales. De hecho, una de las leciones importantes de la 
crisis eléctrica en California es la convicción de que el go-
bierno debería abandonar todos los intentos de adminis-
trar directamente los programas de EE y AE y focalizar 
su atención y recursos en el rol de supervisar y guiar a las 
empresas distribuidoras de electricidad en la administra-
ción de dichos programas (Kushler y Vine, 2003). 

1.3 La EE y el AE en el sector eléctrico chileno

Para contextualizar de mejor manera las oportunidades 
para la EE y el AE existentes en la actual ley eléctrica 
chilena, se explica brevemente la estructura del sistema 
eléctrico chileno. 

En la década de los 80’ Chile fue precursor de los pro-
cesos de modernización y desregulación de la industria 
eléctrica a nivel mundial. En 1982, con la nueva Ley Eléc-
trica (DFL1) la autoridad establece el contexto institucio-
nal para el desarrollo de una industria descentralizada y 
de propiedad privada. El DFL1 reconoció tres segmentos 
en la industria: generación, transmisión y distribución de 
electricidad. Desde un comienzo, la actividad de genera-
ción fue reconocida como la actividad con mayores posibi-
lidades de desarrollarse de manera competitiva, existien-
do libertad de acceso al sector; la transmisión eléctrica se 
estableció bajo una modalidad de acceso abierto, donde 
cualquier generador puede usar la capacidad de transmi-
sión disponible y además tiene la libertad de construir 
nuevas líneas de transmisión; y la distribución de energía 
eléctrica se mantuvo regulada por considerar que tiene 
características de monopolio natural.

Para coordinar la actividad de generación y transmisión 
de los grandes sistemas interconectados, el DFL1 esta-
bleció que éstos debían contar con un operador del sis-
tema conocido como Centro de Despacho Económico de 
Carga (CDEC). Ese operador es el encargado de manejar 
la capacidad de transmisión y generación disponibles en 
el sistema, con independencia de la propiedad y de los 
contratos físicos y financieros de las diferentes empresas 
de generación y transmisión.

El DFL1 ha definido tres mercados en los cuales los ge-
neradores pueden vender la potencia y energía de sus 
centrales. El primer mercado ocurre entre generadores 
y empresas distribuidoras, el cual es el mercado para 
pequeños consumidores que pagan a las empresas dis-
tribuidoras un precio de energía y potencia regulado 
por la autoridad. El segundo mercado corresponde al de 
los grandes consumidores, quienes libremente negocian 
los precios de electricidad con los generadores. El tercer 
mercado tiene lugar en el CDEC, donde los generadores 
intercambian potencia y energía en forma instantánea 
para completar o satisfacer sus contratos de venta de 
energía y potencia con los grandes clientes o las em-
presas distribuidoras. En este tercer mercado, el precio 
de transferencia de la energía es definido por el CDEC 
como el costo marginal de generación del sistema (o cos-
to marginal de despacho del sistema), calculado en base 
a un despacho eficiente del parque generador, asumien-
do los costos variables declarados por los generadores. 

Los pequeños consumidores compran electricidad a pre-
cios regulados, de potencia y de energía, mientras que los 
grandes usuarios pueden negociar libremente sus contra-
tos de suministro eléctrico. En la actualidad los precios 
regulados, al nivel de generación y transmisión, son deter-
minados cada seis meses por el Informe Técnico de Pre-
cio de Nudo de la Comisión Nacional de Energía (CNE), 
en los meses de abril y octubre. Los precios calculados 
se ajustan según la ubicación dentro de la red. Para cada 
una de las subestaciones (nudos) del sistema eléctrico se 
calculan factores de penalización de potencia de punta y 
energía, factores que multiplicados por los precios básicos 
de potencia y energía determinan los precios de la poten-
cia y energía en cada barra o subestación del sistema.

Las empresas distribuidoras tienen una concesión de ser-
vicio público sobre un área geográfica y están obligadas a 
satisfacer la demanda eléctrica a un precio de distribución 
regulado llamado Valor Agregado de Distribución (VAD). 
El VAD es una tarifa múltiple relacionada al uso de la 
infraestructura de distribución y está compuesta por un 
cargo fijo (de gestión, facturación, servicio al consumidor, 
y pérdida de potencia y energía promedio) y un cargo por 
unidad de potencia para pagar los costos de operación, 
mantención e inversión. En el VAD los costos de inversión 
anual se calculan considerando el costo de reemplazo de 
instalaciones eficientes para cubrir la demanda proyecta-
da, según la vida esperada de las instalaciones, más un 
10% del retorno real sobre los activos. El VAD se calcula 
simultáneamente para las diferentes empresas distribui-
doras cada cuatro años, basados en una regulación por 
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empresa modelo eficiente que distribuye electricidad en 
el área geográfica de la empresa respectiva. Así, el VAD 
permanece fijo durante 4 años, y sólo cambia de acuerdo 
a la indexación establecida en la ley.

En la ley eléctrica chilena existen algunos instrumentos 
para gestionar la demanda de electricidad. Por ejemplo, 
el artículo 148º del DFL4 establece la posibilidad de 
realizar ofertas transitorias a la disminución o aumento 
de consumo eléctrico, entregando a cambio una dismi-
nución en el cobro de la cuenta de consumo de electri-
cidad. En 2007, se introdujo una resolución de la CNE 
(Resolución Exenta Nº 386/07) en referencia al artículo 
148°, la que establece ciertas normas de aplicación de 
estas ofertas con respecto a los procedimientos, plazos 
y demás condiciones que se requieren para su imple-
mentación. Sin embargo, el uso del artículo 148° y la 
Resolución Exenta Nº 386/07 para fines de disminuir 
masivamente el consumo energético de los consumido-
res regulados es poco factible en la práctica, debido a 
que las generadoras no poseen la información detallada 
de las características (o patrones) de consumo de cada 
consumidor individual. Las empresas distribuidoras, por 
el contrario, poseen dicha información en detalle y, por 
consiguiente, debieran ser ellas a las cuales la ley les en-
tregue los incentivos necesarios para impulsar ahorros 
de consumo entre los consumidores regulados finales (o, 
alternativamente, les imponga el mandato de traspasar 
dicha información detallada a las generadoras).

Por otra parte, la ley eléctrica chilena ofrece algunas 
oportunidades de “premiar” a los consumidores que pre-
sentan curvas de consumo más planas durante el día 
(por ejemplo, las tarifas BT2, BT3, BT4.1, BT4.2, BT4.3, 
AT2, AT3, AT4.1, AT4.2 y AT4.3). Esto permite, de al-
guna manera, un uso más eficiente de las instalaciones 
de toda la cadena de producción y transporte de elec-
tricidad, evitando que el sistema deba invertir en más 
equipos que sólo se ocupan en algunos reducidos perío-
dos del año; típicamente, entre las 18 y 23 hrs., en los 
meses de otoño e invierno. Sin embargo, dichas tarifas 
son insuficientes para lograr un cambio significativo en 
el comportamiento de los consumidores, debido a que 
estas tarifas no están disponibles para una parte impor-
tante de los consumidores regulados (residenciales). Re-
cientemente (en abril de 2009), la Resolución Exenta Nº 
385/09 estableció que las distribuidoras pueden ofrecer 
ciertas tarifas flexibles a sus clientes regulados (residen-
ciales), siempre y cuando el pago total anual del cliente 
regulado no exceda el pago que hubiera realizado si se 
le hubiera aplicado la tarifa plana (fija) regulada.  

2. Mecanismos regulatorios para la EE y el AE y su 
aplicabilidad al caso chileno

En esta sección se discuten las principales tendencias en 
políticas regulatorias dirigidas a remover los incentivos 
negativos, y/o proporcionar incentivos positivos, para 
que las empresas distribuidoras de electricidad promue-
van y ayuden a sus clientes a alcanzar mayores niveles 
de EE y AE. En particular, se revisan los principales 
cuatro mecanismos regulatorios que el gobierno chileno 
ha estado analizando en los últimos años (CNE, 2008), 
destacando las ventajas y desventajas de una eventual 
implementación de cada uno de ellos en Chile.

2.1 Mecanismos de desacoplamiento de los ingresos

Como se mencionó anteriormente, las empresas distri-
buidoras tienen tradicionalmente un desincentivo a pro-
porcionar programas que ayuden a sus consumidores a 
ser más eficientes en el uso de la energía, debido a que 
una reducción en las ventas de energía reduciría tam-
bién sus beneficios. Una solución eficaz a este conflic-
to de intereses es la implementación de un mecanismo 
regulatorio de desacoplamiento entre los ingresos y las 
ventas de las empresas distribuidoras. Este mecanismo 
se basa en una nivelación periódica de las tarifas eléctri-
cas ($/kWh), de modo de asegurar la estabilidad en los 
ingresos percibidos por las distribuidoras.

En términos simples, el “desacoplamiento” se refiere a un 
mecanismo de ajuste de las tarifas donde se “desacopla” la 
habilidad de la empresa distribuidora para recuperar los 
costos fijos acordados en el proceso tarifario (incluyendo 
las ganancias autorizadas) y el volumen real de ventas 
que ocurran. Existen diversas variaciones de cómo se 
pueden implementar los ajustes tarifarios correspondien-
tes: ajustando por número de clientes y/o normalizando 
según el clima (como se realiza en el estado de Oregón, 
Estados Unidos), entre otras; pero el principio básico es 
que un mecanismo de nivelación tarifaria es aplicado 
una vez que se conocen las ventas reales.

Este mecanismo regulatorio requiere que se fijen, por 
un período extenso (por ejemplo de 3 años, como ocurre 
en California, Estados Unidos), los ingresos que necesita 
cada una de las distribuidoras para operar. Una vez que 
las autoridades de gobierno han definido y consensua-
do los requerimientos de ingresos de cada distribuidora 
para los 3 años, se fija la tarifa eléctrica inicial igual al 
cuociente entre los requerimientos de ingresos mensua-
les de la distribuidora (equivalente al cuociente entre los 
requerimientos de ingresos de la distribuidora para los 
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3 años y el número de meses contenidos en ese período) 
y la estimación inicial (proyección) de las ventas men-
suales de la distribuidora. Luego, con cierta frecuencia 
(por ejemplo, cada 3 meses como ocurre en California) 
se revisa el nivel de ventas efectivamente realizado y 
se ajusta la tarifa eléctrica para el trimestre siguiente, 
de modo de asegurar que los ingresos percibidos por 
las distribuidoras durante los 3 años correspondan a los 
fijados por la autoridad al principio del período. 

Esto es, si las ventas reales son más bajas que lo pro-
nosticado para el primer trimestre (por cualquier razón, 
ya sea por EE, por AE o por cambios en el clima y/o 
la actividad económica), entonces se aplica una nivela-
ción hacia arriba en las tarifas del próximo trimestre 
para compensar a la distribuidora. Si, por el contrario, 
las ventas reales son mayores que lo pronosticado para 
ese trimestre, se aplica una nivelación hacia abajo en 
las tarifas del próximo trimestre para compensar a los 
consumidores. De este modo, este mecanismo asegura 
un nivel de ingresos reales constante para las distribui-
doras, independiente de la trayectoria de la demanda (es 
decir, si las ventas son muy altas el primer trimestre, se 
bajan las tarifas del segundo trimestre para obtener un 
ingreso equivalente al correspondiente a un ajuste a la 
demanda proyectada durante ambos trimestres).

Un aspecto clave en la implementación de este mecanismo 
de desacoplamiento es la evaluación de los requerimientos 
de ingresos de las empresas distribuidoras. Por ejemplo, 
en California, Estados Unidos, la entidad reguladora co-
rrespondiente (California Public Utility Commission, CPUC) 
aprueba los requerimientos de ingresos de las empresas 
distribuidoras cada tres años (no obstante los requeri-
mientos de ingresos de las distribuidoras se ajustan año 
a año en base a la inflación). La CPUC aprueba cada tres 
años mecanismos específicos para cada empresa distri-
buidora, basados en propuestas iniciales de requerimien-
tos de ingresos proporcionadas por cada distribuidora y, 
en algunos casos, en acuerdos con interventores.

Evaluar los requerimientos de ingresos de las empresas 
distribuidoras no es una tarea fácil en ninguna parte del 
mundo, pero podría ser significativamente más complejo 
en Chile que en otros países debido a que el esquema 
tarifario chileno se basa en la definición de un número 
limitado de empresas modelo, las que son extrapoladas 
a toda la industria considerando el área geográfica de 

cada distribuidora. Este hecho conlleva la existencia de 
importantes asimetrías de información, haciendo más 
compleja la evaluación de los requerimientos de ingre-
sos de las distribuidoras.

Cabe destacar que el mecanismo de desacoplamiento sólo 
desincentiva a las distribuidoras a impulsar el aumento 
en el consumo de energía, pero no necesariamente en-
trega incentivos a disminuir el consumo. Es por ello que, 
tal como se realiza en California, Estados Unidos, resulta 
fundamental que el mecanismo de desacoplamiento sea 
complementado con otros mecanismos de incentivos. 

Una de las ventajas de este mecanismo es que la esti-
mación (proyección) inicial de las ventas no es tan cru-
cial, dado que ella sólo incide en la fijación de las tarifas 
para el primer trimestre y cualquier error de estimación 
puede ser ajustado en los trimestres siguientes. Ésta es 
una característica importante para una eventual imple-
mentación de este tipo de mecanismos en Chile, donde 
la autoridad reguladora tiene generalmente acceso limi-
tado a los modelos de pronósticos de ventas de las distri-
buidoras y a otros datos necesarios para una estimación 
precisa de las ventas de electricidad. 

Naturalmente, la implementación de un mecanismo re-
gulatorio de desacoplamiento requiere contar con una 
tarifa de electricidad regulada para los usuarios finales. 
El hecho de que en Chile las tarifas de los usuarios 
residenciales son reguladas, representa una ventaja 
para una eventual implementación de un mecanismo 
de desacoplamiento. Sin embargo, la importancia (en 
términos de porcentaje del consumo nacional) de los 
consumidores no regulados podría ser una barrera para 
alcanzar acuerdo sobre los requerimientos de ingresos 
de las distribuidoras.

Medir la relación costo-efectividad de los mecanismos 
de desacoplamiento es una tarea compleja, debido prin-
cipalmente a la coexistencia de diversos mecanismos. En 
California, por ejemplo, la implementación del mecanis-
mo de regulación por desacoplamiento, en conjunto con 
un mecanismo de incentivos basado en el desempeño y 
un diseño de tarifas flexible (esquema de precios de tipo 
time-of-use), han contribuido enormemente a lograr un 
desacoplamiento entre el desarrollo de la economía y el 
consumo energético del estado californiano, tal como 
se aprecia en la Figura 24. Sin embargo, no es posible 

4. Sauma (2007) realiza una estimación gruesa de la relación costo-efectividad de los programas de EE y AE en California, comparando la evolución del 
consumo de electricidad y la evolución del nivel de inversión en EE y AE. Se estima que la relación costo-efectividad de todas las medidas implementadas 
en California para ahorrar energía durante el período 2002-2006 varía entre 52 kWh ahorrados por cada dólar (2002 US$) invertido en EE y AE (en 
2006) y 74 kWh ahorrados por cada dólar (2002 US$) invertido en EE y AE (en 2005), con un valor promedio de 63 kWh ahorrados por cada dólar 
(2002 US$) invertido en EE y AE.
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identificar qué fracción de los beneficios proviene exclu-
sivamente de la implementación del mecanismo de de-
sacoplamiento. No obstante esta dificultad para estimar 
la relación costo-efectividad de este tipo de mecanismo, 
la percepción general de las autoridades de California 
es que el mecanismo de desacoplamiento ha jugado un 
rol esencial en los logros alcanzados en EE y AE.

2.2  Mecanismos de incentivos basados en el 
desempeño

Los mecanismos de incentivos basados en el desempeño 
son una forma de regular a las empresas ofreciéndoles 
incentivos financieros a bajar las tarifas, bajar los costos, 
o a mejorar el desempeño no monetario en relación a 
la regulación tradicional. No obstante la industria de la 
distribución eléctrica tiene considerable experiencia con 
mecanismos de incentivos que buscan alcanzar áreas 
específicas de desempeño, la implementación de meca-
nismos que cubren un amplio conjunto de costos de las 
distribuidoras son relativamente escasos.

Una de las principales ventajas de estos mecanismos es 
que proporcionan un incentivo financiero a las distri-
buidoras para mejorar su eficiencia debido a que se les 

permite retener parte de los ahorros logrados. Dado que 
en Chile los costos de generación, transmisión y distri-
bución de electricidad son traspasados a los consumi-
dores finales, la implementación de un mecanismo de 
incentivos basados en el desempeño incentivaría a las 
distribuidoras a reducir sus costos y mejorar la eficien-
cia debido a que se les permitiría retener parte de esos 
ahorros como ganancia.

Existen diversas maneras de cómo el mecanismo de 
incentivos basado en el desempeño puede ser imple-
mentado para proveer incentivos financieros a las dis-
tribuidoras por alcanzar o exceder ciertas metas. Estas 
incluyen: permitir a las distribuidoras obtener una tasa 
de retorno sobre las inversiones en EE y AE igual a las 
inversiones del lado de la oferta y otras inversiones de 
capital; entregar a las distribuidoras una tasa de retorno 
aumentada sobre las inversiones en EE y AE o sobre 
todas las inversiones de las distribuidoras; otorgar a las 
distribuidoras una recompensa financiera por alcanzar 
ciertas metas, y dar a las distribuidoras un incentivo 
proporcional a los beneficios totales netos que producen 
los programas de EE y AE.

Figura 2 | Desacoplamiento entre el PGB y el consumo eléctrico en California

Fuente: Elaboración propia
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Un enfoque interesante es el de compartir los ahorros (o 
ganancias), el que puede complementar un esquema de 
regulación vía precios máximos o vía ingresos máximos. 
Bajo el mecanismo de participación en las ganancias, los 
precios o ingresos se ajustan de manera de mantener las 
utilidades de la distribuidora dentro de un cierto rango. 
Si las ganancias de los programas de EE y AE son po-
sitivas, los beneficios se comparten (recortan) y, si las 
ganancias son negativas, se comparten las pérdidas. El 
éxito de este tipo de mecanismos depende fuertemente 
del tamaño de la banda (o rango) y de la fracción de las 
ganancias que se le permite a las distribuidoras retener. 
Un ejemplo de un mecanismo de participación en las 
ganancias se ilustra en la Figura 3.

Por otra parte, bajo este tipo de mecanismos resulta im-
portante controlar que la calidad del servicio no disminu-
ya como consecuencia de los incentivos a reducir costos 
de las distribuidoras. Para ello, la correcta medición y ve-
rificación de los ahorros obtenidos de las medidas de EE y 
AE es fundamental. Además, debe tenerse en cuenta que 
este tipo de mecanismos podría afectar la equidad perci-
bida sobre la asignación de los beneficios de los ahorros 
por EE y AE entre las distribuidoras y los consumidores.

Un mecanismo relacionado con el mecanismo de incen-
tivos basado en el desempeño es el esquema de tarifica-
ción temporalmente diferenciado, aunque no representa 
un mecanismo de incentivos basado en el desempeño 
propiamente tal. Básicamente, un modelo de tarificación 

temporalmente diferenciado consiste en un sistema de 
precios que considera tarifas distintas dependiendo del 
bloque horario del día y de la estación del año que se 
considera. Por ejemplo, podrían existir tres niveles de ta-
rifas para los distintos bloques horarios del día: tarifa en 
período peak, tarifa en período shoulder (horas previas y 
posteriores al período peak) y tarifa en período off-peak. 
Todas estas tarifas (para los distintos tipos de consumi-
dores) pueden variar dependiendo del área geográfica 
de localización del consumidor, así como también entre 
el período de primavera-verano y el período de otoño-
invierno.

Una de las principales ventajas de este tipo de mode-
lo de precios es que establece un incentivo no sólo a 
la reducción del consumo de electricidad en horario de 
punta, sino también al aumento del consumo eléctrico 
en ciertas horas no punta, “almacenando” energía para 
las horas punta. De esta forma, este esquema puede lo-
grar una mayor efectividad desde el punto de vista de 
incentivar un uso más eficiente de la energía por parte 
de los consumidores. Sin embargo, cabe destacar que 
la implementación de un esquema de tarifas horarias 
flexibles requiere de estudios de costos y estimaciones 
de demanda precisos para determinar las tarifas de cada 
bloque horario de manera eficiente, de modo de lograr 
los cambios deseados en el patrón de consumo de los 
usuarios finales (es decir, de manera de lograr “aplanar” 
la curva de carga y de estimular el ahorro global de 
energía).

Figura 3 | Ejemplo de un mecanismo de participación en las ganancias

Fuente: Elaboración propia
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Además, la tarificación horaria flexible podría permitir 
a las distribuidoras el posponer en el tiempo las inver-
siones necesarias para aumentar la capacidad de los 
sistemas de distribución. Otra ventaja de la tarificación 
horaria flexible es la simplicidad de su diseño, lo que 
permite una implementación sencilla y una comprensión 
rápida y efectiva por parte de los usuarios finales. La 
mencionada Resolución Exenta Nº 385/09 representa un 
avance en este sentido.

No obstante las ventajas de un esquema de tarifas hora-
rias flexibles, resulta evidente que la solución de largo 
plazo para incentivar la EE y el AE no puede funda-
mentarse sólo en este tipo de esquema, sino que debe 
complementarse con otros mecanismos regulatorios.

2.3 Mecanismos de certificados transables

Otro esquema regulatorio para fomentar la EE y el 
AE es el uso de certificados de ahorro de energía que 
se transan en el mercado, tal como ocurre en Italia y 
otros países de Europa. Básicamente, este mecanismo 
consiste en requerir a las empresas distribuidoras de 
electricidad que posean un número específico de certi-
ficados de ahorro de energía, en concordancia con las 
metas generales de EE y AE establecidas (en Italia, por 
ejemplo, para el período 2005-2009 la meta es que los 
distribuidores de electricidad ahorren 1.6 millones de 
toneladas métricas de petróleo equivalente, lo que co-
rresponde aproximadamente a un ahorro del 2% en el 
consumo actual de electricidad). Para lograr estas me-
tas, las empresas distribuidoras de electricidad pueden 
operar programas de EE y AE por ellos mismos, operar 
programas de EE y AE en conjunto con terceras par-
tes, o comprar créditos de EE y AE de terceras partes. 
Las empresas distribuidoras pueden adquirir los cer-
tificados a través de la creación e implementación de 
cualquier proyecto que resulte en un ahorro de energía 
(es decir, que resulte en un consumo energético menor 
que el consumo normal).

Un certificado de ahorro de energía (llamado “certifica-
do blanco”) es creado por el gobierno y entregado a una 
empresa distribuidora de electricidad sólo una vez que 
el ahorro de energía logrado por la empresa ha sido me-
dido y verificado (lo que incluye la verificación de que 
el ahorro de energía se debió a las medidas implemen-

tadas por la empresa y no por otros aspectos tales como 
climáticos, actividad económica, etc.). De este modo, 
este mecanismo incentiva el correcto desempeño de los 
programas de EE y AE. Una vez que las empresas distri-
buidoras de electricidad reciben los certificados blancos, 
éstos pueden ser usados para cumplir con sus propios 
requerimientos de certificados blancos o ser vendidos 
libremente a terceras partes (obligadas también a poseer 
un cierto número de certificados). 

Si las empresas distribuidoras no cumplen los objetivos 
de EE y AE propuestos, ellas deben pagar una multa por 
no cumplimiento y comprometerse a cumplir la meta en 
los años siguientes. Es esencial para el correcto funcio-
namiento de este mecanismo que las multas sean lo su-
ficientemente altas como para asegurar el cumplimiento 
de las metas.

Resulta fundamental reconocer que la medición y verifi-
cación del ahorro de energía alcanzado por los proyectos 
de EE es la clave para la efectividad del esquema de certi-
ficados transables de ahorro de energía, al igual como lo 
es en el caso de los mecanismos de incentivos basados en 
el desempeño. Así mismo, la armonización del proceso de 
verificación es crucial para evitar incertidumbre, duplica-
ción de esfuerzos y una potencial pérdida de credibilidad 
en el mercado. 

Consecuentemente, la fiscalización debe ser muy efectiva 
en este tipo de esquema regulatorio para que el sistema 
funcione bien. En ese sentido, de implementarse este tipo 
de mecanismo en Chile, podría ser recomendable que 
un organismo privado externo actúe como fiscalizador, 
dando fe de los logros alcanzados por cada proyecto de 
EE y AE. Sin embargo, esto haría que los costos de la 
fiscalización de los certificados blancos sean muy altos 
(eso sin considerar el problema adicional de encontrar a 
dicho fiscalizador externo que esté dispuesto a ofrecer un 
servicio confiable y eficiente)5.

La implementación de un mecanismo de certificados 
transables de ahorro de energía tiene dos grandes ven-
tajas: por una parte, asegura –asumiendo una efectivi-
dad total en la fiscalización– el cumplimiento de una 
meta global (meta país) en EE y AE6; y por otra parte, 
permite reducir la intervención del gobierno, dejando 
que el mercado se encargue, a través de su operación 

5. Mundana y Neij (2006) estimaron que los costos de medición y verificación, en Italia, de un proyecto de EE que reduce 10 mil toneladas de CO2 equiva-
lente (correspondiente aproximadamente a un ahorro de energía eléctrica de 22 GWh), varían entre 3.000 y 10.000 euros. Conjuntamente, encontraron 
que el costo de medición y verificación depende de la magnitud del ahorro logrado por el proyecto de EE, existiendo claras economías de escala.

6. Esta meta global en EE y AE también podría establecerse en conjunto con metas de ahorro en la industria del gas u otros energéticos, tal como ocurre 
en Europa.
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normal, de una asignación eficiente de los certificados 
blancos (es decir, asignar los certificados a aquellos que 
más los valoran). Sin embargo, una eventual implemen-
tación en Chile de un mecanismo de certificados blan-
cos también tiene desventajas. Requiere cambios en la 
regulación eléctrica chilena aún más radicales que los 
otros mecanismos estudiados. Además, para alcanzar 
las metas propuestas de la manera más costo-efectiva, 
los mercados de certificados blancos deben ser suficien-
temente líquidos y aceptados por todos los actores del 
mercado. Dada la poca madurez de los mercados de EE 
y AE en Chile, resulta recomendable esperar a que éstos 
maduren antes de implementar este tipo de esquema 
regulatorio en nuestro país. 

2.4 Imposición legal

Otra alternativa para fomentar la EE y el AE es la im-
posición legal a las empresas distribuidoras de electri-
cidad de gastar un cierto porcentaje de sus ingresos 
en medidas de EE y AE, tal como ocurre en Brasil y 
Alemania. En Brasil, una ley federal obliga a cada una 
de las 60 empresas concesionarias de distribución de 
electricidad, que sirven a los 26 estados brasileros, a 
invertir al menos el 1% de sus ingresos en programas 
de EE y AE. Esta inversión debe ser utilizada en la im-
plementación de programas de EE y AE aprobados por 
el gobierno (contenidos en un manual de programas 
de EE, el que describe los tipos de proyectos de EE y 
AE que son aceptables para invertir en el cumplimiento 
de la ley del 1%, varios de los cuales se refieren a los 
sistemas de iluminación). Adicionalmente, la mitad del 
dinero que las empresas distribuidoras designan a pro-
gramas de EE y AE es asignado a un fondo administra-
do por un comité con participación pública y privada, el 
que decide los proyectos de EE y AE más convenientes 
para invertir.

En Brasil, para dar cumplimiento a la ley del 1% (en lo 
que respecta a la parte del dinero que no va al fondo 
administrado por el comité con participación pública y 
privada), la gran mayoría de las empresas concesiona-
rias de distribución de electricidad han creado depar-
tamentos propios de EE, los cuales dan obediencia a la 
ley principalmente a través de tres alternativas: (i) el 
desarrollo e implementación propia de programas de EE 
y AE, (ii) el desarrollo de programas de EE y AE en con-
junto con universidades y/o institutos de investigación, y 
(iii) la firma de contratos con compañías de servicios de 
energía para subcontratar el desarrollo y/o implementa-
ción de programas de EE y AE.

Para obtener una apreciación, en forma agregada, del 
grado de costo-efectividad de las medidas implementa-
das en Brasil para ahorrar energía, se puede comparar 
la evolución del consumo de electricidad y la evolución 
del nivel de inversión en EE y AE. La Figura 4 muestra 
la evolución del consumo de electricidad en Brasil entre 
los años 1999 y 2003. El año 2001 merece especial 
atención debido a la crisis eléctrica vivida en Brasil en 
dicho año y el racionamiento eléctrico ocurrido. Si se 
asume que el consumo de energía eléctrica observado 
antes de la crisis del 2001 se hubiese mantenido de no 
ser por las inversiones realizadas en programas de EE 
y AE, se puede estimar un índice agregado de costo-
efectividad de las medidas implementadas para ahorrar 
energía. Para el período entre 2002 y 2006, el valor 
promedio de este índice agregado de costo-efectividad 
es de 25 kWh ahorrados por cada dólar (2002 US$) 
invertido en EE y AE.

Una de las mayores ventajas de los mecanismos de impo-
sición legal es su simplicidad de implementación, lo que 
los hace políticamente atractivos. Otra ventaja de estos 
mecanismos es que no requieren, en teoría, de financia-
miento extra de parte del gobierno para implementar 
los programas de EE y AE. Además, el proceso de veri-
ficación y fiscalización es fácil de implementar y de bajo 
costo. Sin embargo, una de las principales dificultades 
de este tipo de mecanismo regulatorio es que no propor-
ciona un incentivo claro a las empresas distribuidoras 
para realizar un alto desempeño en sus programas de 
EE y AE y para invertir en los programas de EE y AE 
que sean más costo-efectivos. 

Bajo este tipo de régimen regulatorio, las distribuidoras 
ven a los programas de EE y AE como restricciones en 
el proceso productivo, en vez de como potenciales fuen-
tes de recursos económicos y energéticos (contrario a lo 
que ocurre en los otros mecanismos estudiados aquí). 
Consecuentemente, si bien Chile podría alcanzar nive-
les considerables de ahorro de energía usando un me-
canismo de imposición legal, dicho mecanismo podría 
incentivar el desarrollo e implementación de programas 
de EE y AE que son altamente intensivos en capital y de 
baja costo-efectividad, debido a que este mecanismo no 
elimina los incentivos de las distribuidoras a fomentar 
un mayor uso de la energía.

Por otra parte, no resulta evidente la forma de decidir el 
porcentaje óptimo de los ingresos que deben gastar las 
empresas distribuidoras en medidas de EE y AE. Más 
aún, es altamente probable que la solución más costo-



14

ENZO E. SAUMA • POLÍTICAS DE EFICIENCIA Y AHORRO ENERGÉTICO PARA EL SECTOR ELÉCTRICO CHILENO: ¿GARROTE O ZANAHORIA?

efectiva sea precisamente que las distintas distribuido-
ras gasten porcentajes distintos de sus ingresos en pro-
gramas de EE y AE.

3. Financiamiento de los programas de EE y AE

En prácticamente todos los esquemas regulatorios para 
fomentar la EE y el AE surge la necesidad de encontrar 
el financiamiento necesario para su correcta implemen-
tación. Una solución bastante común a esta problemá-
tica es obtener el financiamiento directamente de los 
usuarios finales o de las distribuidoras7. Pero aún así, 
no es claro que exista la liquidez necesaria para imple-
mentar los programas costo-efectivos de EE y AE. Cabe 
preguntarse, entonces, cómo poder mejorar el acceso a 
capital para financiar programas de EE y AE.

En esta sección se describe la naturaleza del problema 
del acceso a capital para financiar los programas de EE y 
AE y se discuten muy brevemente algunas soluciones que 
mejoran las condiciones en que los bancos prestan dinero 
a los agentes privados para financiar estos programas.

3.1 Naturaleza del problema 

En Chile, la gran mayoría de las empresas privadas utili-
zan una tasa de retorno cercana al 30% para evaluar los 
proyectos de EE y AE (es decir, con un tiempo promedio 
de 3.5 años para recuperar la inversión en EE y AE). Por 
otra parte, los bancos (prestamistas) chilenos normal-
mente prestan dinero a una tasa cercana al 18%. Esta 
brecha es la raíz de la problemática del financiamiento. 
Dicha problemática no es exclusiva de Chile, sino que 
constituye un problema global.

Hay diversas razones que explican por qué las tasas exi-
gidas a los proyectos de EE y AE son tan altas. Primero, 
los préstamos bancarios para proyectos de EE y AE ge-
neralmente no son “hipotecables” debido a que el equi-
pamiento para EE y AE no es suficientemente líquido 
(equipos son difíciles de embargar y revender). Segundo, 
los prestamistas no están necesariamente familiarizados 
con el concepto de EE y AE, lo que hace que perciban 
estos proyectos como de alto riesgo, especialmente si di-
chos proyectos se basan en sólo una o dos medidas de 
conservación de energía. Tercero, el prestamista puede 
sentir temor de ser engañado por un ejecutor de pro-
yectos de EE y AE, debido a la dificultad que existe 

Figura 4 | Evolución del consumo de electricidad en Brasil entre los años 1999 y 2003

Fuente: ANEEL

7. En California, por ejemplo, con la desregulación del sector eléctrico, la CPUC estableció un recargo especial en las cuentas de electricidad de los 
consumidores finales, conocida como public goods wires charge, para financiar aquellas actividades de beneficio público que eran anteriormente pro-
vistas de manera centralizada y que fueron diluidas con la desregulación del sector eléctrico (principalmente, programas de EE y AE). Este re-
cargo (public goods wires charge) se calcula como un porcentaje (actualmente 1%) del consumo en el mes anterior y se aplica independientemente 
a cada cuenta de electricidad de los consumidores finales. Estos fondos aportaron alrededor de 1,8 billones de dólares en el período 2006-2008. 
Si bien este tipo de recargo en las cuentas de los consumidores es una medida fácil de implementar desde el punto de vista técnico, representa una me-
dida bastante impopular, la cual es especialmente relevante en países en vías de desarrollo como Chile, donde muchas de las decisiones sobre políticas 
públicas son tomadas en un fuerte contexto político.
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para medir y verificar los resultados de EE y AE en 
forma precisa. Y cuarto, existe poca competitividad en 
el mercado de los potenciales prestamistas, lo que puede 
inducir a relaciones de “conveniencia” entre empresas 
distribuidoras que deseen implementar programas de 
EE y AE y los prestamistas.

Por todas estas razones, resulta fundamental poder 
“educar” a los prestamistas en la naturaleza particular 
de los proyectos de EE y AE. En la siguiente sección se 
vislumbran algunas ideas que pueden contribuir a este 
lineamiento.

3.2 ¿Qué se puede hacer para mejorar el acceso a 
financiamiento para EE y AE?

Una primera recomendación para mejorar el acceso a 
capital para financiar proyectos de EE y AE es la diver-
sificación de proyectos y préstamos. Por una parte, las 
empresas que desarrollan medidas de EE y AE deben 
diversificar su riesgo invirtiendo en diversos proyectos; 
no sólo en el reemplazo de ampolletas, sino también en 
la eficiencia de los motores, de los sistemas de calefac-
ción, de los sistemas de enfriamiento y de los sistemas 
de agua (esta diversificación del portafolio de proyectos 
funciona exactamente en el mismo sentido por el cual 
un fondo mutuo es más seguro que invertir en un único 
instrumento financiero). Por otra parte, los prestamistas 
deben diversificar su riesgo prestando dinero a diferen-
tes proyectos de diversas empresas, creando un pool de 
proyectos de EE y AE a financiar.

Otra recomendación para mejorar el acceso a capital 
para financiar proyectos de EE y AE es contar con una 
herramienta común para medir la relación costo-efecti-
vidad de las distintas medidas de EE y AE. Para facili-
tar el financiamiento en EE y AE, los prestamistas, los 
instaladores y los clientes deben estar de acuerdo en 
los ahorros de energía (o, al menos, en la forma en que 
dichos ahorros serán medidos y verificados). Esto no es 
tan simple como pudiera parecer a primera vista, ya que 
esencialmente se quiere medir algo (el uso de energía) 
que ya no existe. Si bien la solución obvia es medir el uso 
de energía antes y después del proyecto, no es tan obvia 
la influencia de factores externos (tales como el clima, 
la productividad y el tiempo de uso, entre otros) en el 
cambio en el uso de la energía.

La implementación exitosa de la mayoría de los meca-
nismos que incentivan la EE y el AE requiere una co-

rrecta medición y verificación de los ahorros energéticos 
alcanzados. En California, Estados Unidos, por ejemplo, 
se desarrolló una herramienta computacional, llamada 
E3 calculator, que provee un marco común (usado no 
sólo por las distribuidoras, sino que por cualquier agen-
te del mercado) para medir la relación costo-efectividad 
de cada medida de EE y AE sobre una base única8. Esta 
herramienta es usada también por las distribuidoras 
para desarrollar subastas de medidas de EE de parte de 
subcontratistas y para luego evaluar el correcto desem-
peño de dichos programas luego de su implementación. 
En Chile, donde no se dispone de una base de datos 
completa del consumo eléctrico de cada artefacto, adap-
tar una base de datos de los consumos estándar de cada 
artefacto a la realidad nacional es un requisito previo a 
la implementación de casi cualquier mecanismo.

Una tercera recomendación es contar con el apoyo del 
gobierno para educar a los prestamistas en los temas 
de EE y AE y para proveer subsidios a los prestamistas 
destinados a bajar las tasas de interés para proyectos de 
EE y AE, lo cual es especialmente relevante en las pri-
meras etapas de desarrollo del mercado. En este sentido, 
la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO) 
y el Programa País de Eficiencia Energética (PPEE) ya 
han desarrollado una serie de instrumentos que apun-
tan en esta dirección. Por otra parte, una consideración 
importante a tener en cuenta por el gobierno debe ser la 
estrategia óptima de salida, es decir, cuándo el gobierno 
considera que el mercado de la EE es suficientemente 
maduro como para eliminar los subsidios establecidos.

Relacionado con esta última recomendación, está la po-
sibilidad de conseguir financiamiento para proyectos de 
EE y AE por medio del Mecanismo de Desarrollo Lim-
pio (MDL) establecido en el protocolo de Kioto. Brasil, 
China e India, son algunos países que han utilizado el 
MDL para financiar proyectos de EE. Lamentablemente, 
el MDL ha sido cuestionado en los últimos años debido 
a lo difícil que ha resultado medir y verificar los ahorros 
obtenidos por los proyectos financiados.

4. Conclusiones y recomendaciones para la  
agenda pública

Las recientes tendencias en políticas regulatorias dirigi-
das a remover los incentivos negativos, y/o proporcionar 
incentivos positivos para que las empresas distribuido-
ras de electricidad promuevan y ayuden a sus clientes a 

8. El principal indicador utilizado para medir la relación costo-efectividad de los programas de EE y AE es el cuociente entre la cantidad de kWh ahorrados 
y los costos incrementales (costos evitados).
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alcanzar mayores niveles de EE y AE han sido estudia-
das en este artículo. Específicamente, se han estudiado 
los cuatro principales tipos de mecanismos regulatorios 
que el gobierno de Chile ha analizado en los últimos 
años: (i) el mecanismo regulatorio de desacoplamiento 
entre los ingresos de las distribuidoras y el nivel de uso 
de energía de sus clientes (ventas), (ii) el mecanismo de 
incentivos basado en el desempeño, (iii) el mecanismo 
de certificados transables de ahorro de energía, y (iv) el 
mecanismo regulatorio de imposición en el gasto de las 
distribuidoras en EE y AE.

Estos mecanismos regulatorios no son mutuamente ex-
cluyentes, sino complementarios. Es posible que un país 
que usa un mecanismo de desacoplamiento implemente, 
además, mecanismos basados en el desempeño o me-
canismos basados en el mercado, como los certificados 
transables de ahorro de energía. Mecanismos basados 
en incentivos (o zanahorias) para las distribuidoras, 
como el mecanismo de desacoplamiento de los ingre-
sos, el mecanismo de incentivos basado en el desempeño 
y el mecanismo de certificados transables de EE, son 
generalmente preferibles a mecanismos de tipo garrote, 
como el mecanismo de la imposición legal. No obstante, 
el esquema óptimo a implementar en Chile probable-
mente es una combinación de muchas zanahorias y unos 
pocos garrotes (tales como multas por incumplimiento, 
etc.).

En el caso de Chile, dada la poca madurez de los mer-
cados de EE y AE, resulta recomendable establecer un 
mecanismo de certificados transables de ahorro energé-
tico sólo después de haber introducido otros mecanis-
mos regulatorios como el desacoplamiento o los incen-
tivos basados en el desempeño. Esto debido a que, en el 
mecanismo de certificados transables de ahorro energé-
tico, los certificados blancos tienden a ser dispersos al 
comienzo por la necesidad de liquidez del mercado. De 
este modo, los primeros mecanismos (desacoplamiento 
y/o incentivos basados en el desempeño) permiten al-
canzar una cierta madurez de los mercados de EE y AE, 
para luego implementar un mecanismo de certificados 
transables de ahorro energético que permita invertir en 
EE y AE cuando es más difícil encontrar proyectos de 
EE y AE que sean costo-efectivos.

Finalmente, algunas recomendaciones para mejorar el 
acceso a capital disponible para proyectos de EE y AE 
son: (i) la diversificación de proyectos y préstamos, (ii) 
contar con una herramienta común para medir la rela-
ción costo-efectividad de las distintas medidas de EE y 
AE, y (iii) contar con el apoyo del gobierno para educar 
a los prestamistas en los temas de EE y AE y para pro-
veer subsidios a los prestamistas destinados a bajar las 
tasas de interés para proyectos de EE y AE, lo cual es 
especialmente relevante en las primeras etapas de desa-
rrollo del mercado.
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